CONCEPTO 368 DE 2010 
(junio 24)
<Fuente: Archivo interno entidad emisora>
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Radicado No.: 20101300513411
Fecha: 24-06-2010
Bogotá D.C. 
CONCEPTO SSPD-OJ-2010-368
Señor
OSWALDO MURILLO URUETA 
Carrera 97b No. 156b-62 Casa 46 Barrio Salitre 
Localidad Suba, Conjunto Tutuamay 
Bogotá – D.C. 
Ref : Su solicitud de concepto1
Los peticionarios sobre el tema del Comité de Desarrollo y Control Social de Servicios Públicos realiza la siguiente consulta: “Un usuario o suscriptor, puede en virtud de una PQR, o recurso interpuesto pagar el valor total de la factura? o por el contrario puede recurrir del valor total de la factura? ¿Está el usuario obligado por la E.S.P. a pagar las sumas objeto de reclamo? Sin que se resuelva los correspondientes recursos resueltos? Realmente están facultados para negarse a entregarle al usuario o suscritor ESP, la factura provisional con los valores no objeto de reclamo?
Antes de brindar una respuesta a su consulta, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
En primer lugar, es pertinente señalar que el artículo 152 de la Ley 142 de 1994 reconoce como de la esencia del contrato de servicios públicos el derecho que tienen los usuarios para presentar ante la empresa prestadora peticiones, quejas y recursos relativos al mismo. En efecto, el artículo 153 de la Ley 142 de 1994 prescribe que las peticiones y recursos serán tramitados de conformidad con las normas vigentes sobre el derecho de petición.
Sobre este mismo tema, el artículo 154 de la Ley 142 de 1994 definió el recurso en sede de la empresa como un acto del suscriptor o usuario para obligar a aquella a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del servicio o la ejecución del contrato.
Este artículo señala que el recurso es una herramienta que tiene el usuario para obligar a la empresa a revisar ciertas decisiones que afectan la prestación del servicio o la ejecución del contrato y que contra los actos de negativa del contrato, suspensión, terminación, corte y facturación que realice la empresa, procede el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en los casos en que expresamente lo consagra la ley. Los recursos pueden interponerse por violación de la ley o de las condiciones uniformes del contrato.
De acuerdo a lo anterior, puede concluirse que sólo proceden los recursos de reposición y en subsidio apelación sobre las reclamaciones del artículo 154, es decir, en relación con las pretensiones que se hagan vía petición, queja o recurso relativas al contrato de servicios públicos, siempre y cuando se refieran a situaciones que afecten la prestación del servicio o la ejecución del contrato tales como, su negativa, suspensión, terminación, corte, facturación e indebida aplicación de la estratificación en la factura.
Los mencionados recursos se deben interponer dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de conocimiento de la decisión, lo que resulta concordante con el artículo 51 del Código Contencioso Administrativo.
Una vez resuelva y notifique la empresa lo decidido en el recurso de reposición, debe enviar ésta el expediente a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios de conformidad con el artículo 159 de la Ley 142 de 1994, el cual es concordante con el artículo 154 de la mencionada Ley.
En este sentido, existe un término perentorio dentro del cual el usuario o suscriptor recurrente deberá interponer los recursos, cumpliendo para ello las formalidades descritas en la ley.
Por otra parte, se tiene que el artículo 158 de la Ley 142 de 1994 es claro en establecer un término perentorio para que la empresa responda la solicitud y reclamos de los usuarios. Las empresas prestadoras deben dar respuesta a los usuarios en un término no superior a quince (15) días hábiles contados a partir de la presentación de la queja, reclamo o petición y dentro de los cinco (5) días siguientes debe realizar las actuaciones tendientes a notificar el acto.
Si dentro de los quince días la empresa no profiere respuesta o no realiza las actuaciones para la notificación de la decisión, el usuario podrá solicitar el reconocimiento del silencio administrativo positivo ante la empresa y solicitar la investigación de este hecho ante esta Superintendencia. Lo anterior significa que la empresa contestó afirmativamente su petición, a menos que ésta sea ilegal caso en el cual no procede el reconocimiento del silencio.
Cuando el usuario agota el procedimiento de los recursos, siempre que los haya interpuesto legalmente y la empresa niega el de apelación ante esta Superintendencia, procede el recurso de queja, el cual debe ser interpuesto dentro de los cinco (5) días siguientes al acto que notificó la decisión de negarlos o rechazarlos.
En este caso, la Superintendencia estudia la petición y si observa que los recursos son procedentes, ordena a la empresa que resuelva lo correspondiente a su competencia y que continúe el trámite normal de la petición o queja.
Hecha la anterior introducción se procede a contestar cada una de las preguntas hechas por el peticionario de la siguiente forma:
 

1. Un usuario o suscriptor, puede en virtud de una PQR o recurso interpuesto pagar el valor total de la factura o por el contrario puede recurrir del valor total de la misma?
De la anterior pregunta se puede deducir que el tema tratado se relaciona al recurso que puede presentar un usuario con el fin de recurrir una facturación hecha por una Empresa de Servicios Públicos por no corresponder a la realidad.
De la normativa existente en nuestro ordenamiento jurídico, no existe limitación alguna en el sentido que la persona que recurre debido a una mala facturación pueda pagar la factura y al mismo tiempo realizar la correspondiente reclamación; en dicho caso, sí el prestador le da la razón al usuario deberá realizar las compensaciones correspondientes. Sin embargo, si no quiere pagar la factura motivo del recurso deberá recurrir ante la Empresa de Servicios Públicos por la totalidad de la misma de conformidad con lo establecido en el artículo 155 de la Ley 142 de 1994.
2. Esta el usuario obligado por la E.S.P. a pagar las sumas objeto de reclamo sin que se resuelva los correspondientes recursos.
Para resolver esta pregunta se debe tener en cuenta lo establecido en el artículo 155 de la Ley 142 de 1994 que establece lo siguiente:   
“Artículo 155. Del pago y de los recursos. Ninguna empresa de servicios públicos podrá exigir la cancelación de la factura como requisito para atender un recurso relacionado con ésta. Salvo en los casos de suspensión en interés del servicio, o cuando esta pueda hacerse sin que sea falla del servicio, tampoco podrá suspender, terminar o cortar el servicio, hasta tanto haya notificado al suscriptor o usuario la decisión sobre los recursos procedentes que hubiesen sido interpuestos en forma oportuna.
Sin embargo, para recurrir el suscriptor o usuario deberá acreditar el pago de las sumas que no han sido objeto de recurso, o del promedio del consumo de los últimos cinco períodos.”2
En consecuencia, si existe una incorrecta facturación, se podrá interponer el recurso correspondiente sin tener que pagar las sumas objeto de dicho recurso pero, de todas maneras, el usuario deberá realizar el pago de las sumas que no han sido objeto de reclamación. 
Así lo ha confirmado la Corte Constitucional en sentencia C-558 de 2001, en donde señalo lo siguiente: 
“Por donde la constitucionalidad del inciso combatido surge indemne en la medida en que al recurrente se le está exigiendo el pago de lo que él motu proprio acepta deber, enervándose el pago de la suma que discute hasta tanto se agote la vía gubernativa. Un precepto en contrarío sí constituiría injustificado privilegio a favor de quienes, pese al reconocimiento parcial de su deuda, pudieran reclamar y recurrir sin erogación previa alguna, al paso que aquellos que hubiesen aceptado el total de la factura sí estarían obligados a realizar el pago oportuno, so pena de verse sometidos a la correspondiente acción ejecutiva. Por lo demás, el fiat pecuniario que persigue el actor atentaría gravemente contra la viabilidad financiera y operativa de los prestadores de servicios públicos domiciliarios, llevándose de calle además la necesaria contraprestación contractual que subyace a la progresiva cobertura y calidad de los servicios públicos que todos los habitantes del país anhelan.”3
3. Realmente están los prestadores facultados para negarse a entregarle al usuario la factura provisional con los valores que no son objeto del reclamo.
Siguiendo lo establecido en el numeral anterior, por ministerio de la ley (Artículo 155 de la Ley 142 de 1994), el usuario deberá realizar el pago de las sumas adeudadas que no hacen parte del recurso que será revisado por el Prestador de Servicios Públicos Domiciliarios.
Así lo manifestó la Corte Constitucional cuando tuvo oportunidad de analizar la exequibilidad del artículo 155 de la Ley 142 de 1994, cuando señaló lo que a continuación se transcribe:
“Por donde, cumplido el pago de la parte no reclamada, la empresa o entidad emisora de la factura deberá contestar el reclamo de manera oportuna y certera, según voces del artículo 158 de la ley de servicios en su versión actual. Y es que el derecho de petición en modo alguno inhabilita al Legislador para establecer los requisitos y condiciones necesarios a una pronta y objetiva respuesta de quien tiene el deber jurídico de darla; antes bien, con fundamento en la Carta Política es la Ley el medio idóneo para regular los trámites y procedimientos atinentes a la satisfactoria realización de dicho instituto, siempre que con sus dictados no se desnaturalice o enerve el sentido y alcance que el Constituyente quiso otorgarle a tan precioso derecho.”4(Subrayado fuera del texto original) 
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios

 HYPERLINK "http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index" .gov.co/ark-legal/SSPD/index

 HYPERLINK "http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index" \t "_blank" . Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad.
Cordialmente, 
ANDRÉS DAVID OSPINA RIAÑO
Jefe Oficina Asesora Jurídica (A)
1 Reparto 940 Radicado No. 2010-529-028634-2
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TEMA: PAGO DE FACTURA, PETICIONES, QUEJAS Y RECLAMOS. 
2 El inciso 2o del artículo 142 de 1994 fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C-558 de 5 de mayo de 2001, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rantería “la exequibilidad de este precepto se declara en el entendido de que las sumas en discusión no correspondan precisamente al promedio de los últimos cinco periodos”.
3Corte Constitucional, Sentencia C-558 de 2001, M.P. Jaime Araujo Rentería. 31 de mayo de 2001 
4Ibidem 
